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Sobre: 

Renglón Núm. 32; 
MANTENIMIENTO 
DE JARDINES, 

ENTRADAS E 
INSTALACIÓN Y 

REPARACIÓN DE 
SISTEMA DE RIEGO 
 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la 

Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores García.   
 
 

S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

I. 

Comparece el recurrente Jesús José Jorge Coriano H/N/C  

Mariolita Landscaping  solicitando la revisión de la adjudicación de 

la Subasta Núm. 2016-2017 Serie 2016-09.  La Junta adjudicó la 

referida Subasta General para el mantenimiento de jardines, 

entradas e instalación y reaparición de sistemas de riego del 

Municipio de Guánica. A la subasta acudieron tres licitadores para 

participar en el Renglón 32.  El  referido renglón de la subasta no 

le fue adjudicado al recurrente sino a otro licitador.   

Inconforme, el recurrente acude ante nos e impugna la 

adjudicación del mencionado renglón de la subasta. Solicita que se 
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deje sin efecto la adjudicación del mismo.  Además, que se ordene 

le sea adjudicado el renglón en controversia.  Veamos.  

II. 

La Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, según enmendada, 

conocida como la "Ley de Municipios Autónomos"1, establece los 

procedimientos a seguir para la celebración y adjudicación de 

subastas municipales. En Aluma Const. v. AAA2  nuestro más alto 

foro reconoce que no existe una ley que regule los procedimientos 

de subasta con uniformidad. Ciertamente, la Ley de Procedimiento 

Adjudicativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico3  

(LPAU) regula varios aspectos de las subastas llevadas a cabo por 

las agencias gubernamentales. Sin embargo, dicha ley excluye 

específicamente de su definición de “agencia” a los gobiernos 

municipales o sus entidades o corporaciones.4  Por lo tanto, la 

LPAU resulta inaplicable a los procedimientos de subastas 

efectuados por los gobiernos municipales como en el caso de 

autos.  

Respecto a la adjudicación de la subasta, le ley de 

Municipios Autónomos establece que ésta será notificada a todos 

los licitadores y, además, la Junta notificará a los licitadores no 

favorecidos las razones por las cuales no se les adjudicó la 

subasta.5 El Tribunal Supremo ha destacado que dicha 

notificación tiene que ser clara y eficaz y se requiere que sea por 

escrito.6  

Por lo tanto, es imprescindible que el municipio informe los 

fundamentos sobre los que descansa su determinación. Esta 

norma “hace efectivo el ejercicio del derecho a solicitar revisión 

                                                 
1 21 LPRA § 4001 et seq. 
2 182 DPR 776, 783 (2011) 
3 Ley de Procedimiento Adjudicativo Uniforme 3 LPRA 2101. 
4 Id. § 2102. 
5 Ley de Municipios Autónomos, 21 LPRA § 4506(a). 
6 Cordero v. Municipio de Guánica, 170 DPR 237(2007).     
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judicial de las adjudicaciones de subasta y posibilita a los 

tribunales ejercer su función revisora”.7  

La resolución de la agencia o el municipio en la cual se 

notifica la adjudicación de una subasta debe incluir, por lo menos, 

lo siguiente: (1) los nombres de los licitadores en la subasta y una 

síntesis de sus propuestas, (2) los factores o criterios que se 

tomaron en cuenta para adjudicar la subasta, (3) los defectos, 

si alguno, que tuvieran las propuestas de los licitadores 

perdidosos, (4) la disponibilidad y el plazo para solicitar 

reconsideración y revisión judicial.8 Una notificación adecuada 

cobra especial importancia en el caso de subastas públicas, ya que 

implican directamente el desembolso de fondos públicos. 

 Cuando se trata, como sucede en el presente caso, de 

suministro de servicios, la subasta debe adjudicarse “al postor 

razonable más bajo.9 La Ley, sin embargo, autoriza a la Junta a 

adjudicar a un postor que no necesariamente sea el más bajo, “si 

con ello beneficia el interés público”. 10 En estos casos, sin 

embargo, se requiere que la Junta haga “constar por escrito las 

razones aludidas como beneficiosas al interés público que 

justifican tal adjudicación”.11 

Al igual que otras determinaciones de naturaleza 

administrativa, las adjudicaciones de subasta se presumen 

correctas y gozan de deferencia por parte de los tribunales.12 No 

obstante, cuando la entidad gubernamental no expone ningún 

fundamento para su actuación, el Tribunal puede concluir que la 

decisión ha sido arbitraria.13 Los Tribunales deben rechazar una 

decisión administrativa cuando la misma no está apoyada por el 

                                                 
7 L.P.C. & D., Inc. v. A.C., 149 DPR 869, 879 (1999).  
8 Id. 
9 Ley de Municipios Autónomos, supra § 4506. 
10 Empresas Toledo v. Junta de Subastas, 168 DPR 771, 782 (2006). 
11 Ley de Municipios Autónomos, supra § 4506. 
12 Accumail P.R. v. Junta Sub. AAA, 170 DPR 821, 828-829 (2007). 
13 AEE v. Maxon, 163 DPR 434, 445 (2004). 
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récord y resulta irrazonable.14 Cuando una decisión administrativa 

es claramente errónea, el Tribunal debe revocarla.15  Los tribunales 

gozan de facultad para intervenir con la adjudicación de una 

subasta cuando el procedimiento ha estado viciado o la decisión ha 

sido arbitraria. 16 

Por otro lado, toda adjudicación de subasta tiene que ser 

notificada a cada uno de los licitadores con el apercibimiento del 

término jurisdiccional de diez (10) días que tienen para solicitar la 

revisión judicial de la adjudicación ante el Tribunal de 

Apelaciones.17   

 Cónsono con lo anterior, la propia ley dispone sobre la 

jurisdicción de este Tribunal de Apelaciones y, a esos efectos, 

establece que es este foro apelativo el que revisará, con 

exclusividad, la adjudicación de la Junta de Subastas.18  Además, 

esa pieza legislativa dispone lo siguiente:   

[…]La solicitud de revisión se instará dentro del término 

jurisdiccional de diez (10) días contados desde el depósito en 
el correo de la copia de la notificación del acuerdo final o 

adjudicación. La notificación deberá incluir el derecho de 
la(s) parte(s) afectada(s) de acudir ante el Tribunal de 
Apelaciones para la revisión judicial; término para apelar 

la decisión; fecha de archivo en auto de la copia de la 
notificación y a partir de qué fecha comenzará a 

transcurrir el término. La competencia territorial será del 
circuito regional correspondiente a la región judicial a la que 
pertenece el municipio (Énfasis nuestro).  

  
Sabido es que habiéndose otorgado el derecho a revisar 

judicialmente la adjudicación de una subasta, el debido proceso de 

ley exige una notificación adecuada para ejercer efectivamente tal 

derecho.19  El Tribunal Supremo ha señalado que conforme las 

exigencias del debido proceso de ley para que sea efectivo el 

derecho de revisión judicial en la notificación de la adjudicación de 

                                                 
14 T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 81 (1999). 
15 AEE v. Maxon, supra. 
16 Autoridad de Carreteras v. CD Builders, Inc., 177 DPR 398, 414 (2009). 
17 Ley de Municipios Autónomos, supra, § 4506(a). 
18 Ley de Municipios Autónomos, supra, § 4702(2). 
19 Punta Arenas Concrete, Inc. v. Junta de Subasta, 153 DPR 733 (2001). 
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una subasta20 por parte de la correspondiente Junta de Subastas 

Municipal, es necesario que se advierta: el derecho a procurar 

revisión judicial; el término disponible para así hacerlo y; la fecha 

del archivo en autos de copia de la notificación de la 

adjudicación.21  Sólo a partir de la notificación así requerida es que 

comenzará a decursar el término para acudir en revisión judicial.22    

Es decir,  el no haber advertido del derecho a procurar revisión 

judicial impide que comience a decursar el término para instar la 

correspondiente acción de revisión judicial.23    

Expresiones del Tribunal Supremo reafirman la normativa 

expuesta con anterioridad y establecen que la notificación de 

adjudicación de subasta debe, al menos, incluir: 1) los nombres de 

los licitadores que participaron en la subasta y una síntesis de sus 

propuestas; 2) los factores o criterios que se tomaron en cuenta 

para adjudicar la subasta; 3) los defectos, si alguno, que 

tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos; y 4) la 

disponibilidad y el plazo para solicitar la reconsideración y revisión 

judicial.24   

La falta de jurisdicción no puede ser subsanada y está 

claramente establecido que los tribunales no pueden arrogarse la 

jurisdicción que no tienen ya que carecen de discreción para 

asumir jurisdicción cuando no la hay.25  En el ámbito judicial la 

notificación es parte integral de la actuación judicial, por lo tanto, 

para que una resolución u orden surta efecto tiene que ser emitida 

por un tribunal con jurisdicción y notificada a las partes, ya que es 

a partir de la notificación que comienzan a decursar los términos 

                                                 
20 Ley de Municipios Autónomos, supra. 
21 IM Winner, Inc. v. Mun. De Guayanilla, 151 DPR 30 (2000). 
22 Id. 
23 Punta Arenas Concrete, Inc. v. Junta de Subasta, supra.   
24 Torres v. Junta de Subasta del Mun. Aguadilla, 169 DPR 886(2007).   
25 Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980).   
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establecidos en la misma y la determinación afectará el estado 

procesal del caso.26   

En más de una ocasión, nuestro Tribunal Supremo ha 

señalado que un recurso prematuro, al igual que uno tardío, 

adolece del grave e insubsanable defecto de privar de jurisdicción 

al tribunal al cual se recurre.27 A su vez, un recurso prematuro 

carece de eficacia y no produce ningún efecto jurídico pues en el 

momento de su presentación no hay autoridad judicial para 

acogerlo y menos para conservarlo con el propósito de luego 

reactivarlo.28   

III. 

Del expediente surge que la notificación de la adjudicación 

de la subasta no cumple con las exigencias de la Ley de Municipios 

Autónomos.29 De un examen detenido de la Notificación de 

Adjudicación del Renglón 32 de la subasta surge que contiene los 

nombres de los licitadores que participaron, y una  breve síntesis 

de sus propuestas. Además de los términos que tiene la parte 

afectada de pedir reconsideración ante la Junta de Subasta.  

La Junta de Subastas solo consignó, que aunque la 

propuesta presentada por la compañía Mariolita Landscaping es 

un poco más baja que la propuesta presentada por  Higuaca 

Jardinería Paisajista, recomienda que la propuesta de Higuaca 

Jardinería Paisajista sea aceptada debido a precios razonables, 

servicio de excelencia en años anteriores y cumplir con las 

especificaciones de la Junta de Subastas. No notificó cual fue el 

historial negativo de Mariolita Landscaping o el factor 

determinante para no decidir a favor de ésta a pesar de que 

sometió la oferta más económica. En otras palabras, no explicó de 

                                                 
26 Caro v. Cardona, 158 DPR 592 (2003).   
27 Juliá Padró v. Vidal, et al., 153 DPR 357, 366-367 (2001). 
28 Juliá Padró v. Vidal, et al., supra, a la pág. 367. 
29 Ley de Municipios Autónomos, supra, en sus secciones 4506(a) y 4702(2). 
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forma detallada los factores y criterios que utilizó para adjudicar la 

subasta. 

Peor aún, no se les apercibió a los licitadores no favorecidos 

del término jurisdiccional de 10 días que tienen para solicitar la 

revisión judicial de la adjudicación ante este Tribunal de 

Apelaciones. Ni siquiera se incluyó el término para apelar la 

decisión, ni a partir de qué fecha comenzaría a transcurrir el 

término. Sólo a partir de la notificación así requerida es que 

comienza a decursar el término para acudir en revisión judicial.30  

Hasta tanto no se les notifique a los licitadores no 

favorecidos conforme las disposiciones discutidas de la Ley de 

Municipios Autónomos no comienzan a decursar los términos para 

acudir en alzada y resulta prematura la interposición del presente 

recurso de revisión.31 La notificación deficiente nos priva de 

jurisdicción.   

Además, tal como señalamos anteriormente, las subastas 

llevadas a cabo por los municipios están reguladas por la Ley de 

Municipios Autónomos y no por la LPAU. Dicha ley, a diferencia de 

la LPAU, no provee para que las partes adversamente afectadas por 

una adjudicación de subasta presenten un recurso de 

reconsideración ante la Junta de Subastas. Por ello, en lo relativo 

a la adjudicación de subastas municipales, la parte 

adversamente afectada no tiene disponible el mecanismo de 

reconsideración ante la Junta de Subastas, sino que deberá 

acudir en revisión judicial ante el Tribunal de Apelaciones.32  

 Es evidente entonces que, una notificación de adjudicación 

de subasta realizada al amparo de la Ley de Municipios Autónomos 

no puede disponer de un término para llevarse a cabo una 

                                                 
30 IM Winner, Inc. v. Mun. De Guayanilla, supra. 
31 Ley de Municipios Autónomos, supra, en sus secciones. 4506(a) y 4702(2). 
32 Transporte Rodríguez, Asfalto Inc. v Junta de Subastas Municipio de Aguadilla, 

2016 TSPR 35, 194 DPR___(2016). 
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reconsideración, cuando el estado de derecho vigente no le 

reconoce el derecho a solicitar reconsideración.33  

En fin, la Junta de Subastas incumplió con los requisitos 

establecidos para la notificación válida de la adjudicación de la 

subasta.34 Por tal razón, no ha comenzado a transcurrir el término 

para solicitar la revisión de la adjudicación de la subasta y, a su 

vez, resulta prematuro el presente recurso.  El entender en los 

méritos del presente recurso constituiría una actuación 

prematura, ya que carecemos de jurisdicción.  Así las cosas, es 

necesario que la Junta de Subastas notifique adecuadamente a 

todos los licitadores no favorecidos por su determinación para que 

de ahí en adelante comience a transcurrir el término para acudir 

en un recurso de revisión ante este Tribunal de Apelaciones.     

IV. 

Por los fundamentos expuestos se desestima el presente 

recurso por falta de jurisdicción y se le ordena a la Junta de 

Subastas del Municipio de Guánica que notifique la adjudicación 

de la subasta conforme a derecho. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
33 Transporte Rodríguez, Asfalto Inc. v Junta de Subastas Municipio de Aguadilla, 

supra. 
34 Ley de Municipios Autónomos, supra, secs. 4702(2) y 4506(a). 


